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ALEGACIONES DEL CONSEJO GENERAL DE ECONOMISTAS DE ESPAÑA AL 

ANTEPROYECTO DE LEY DE REFORMA DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY 
CONCURSAL 

 
Desde el Consejo General de Economistas, CGE, a través de su Registro de 
Economistas Forenses (REFOR), realizamos las siguientes observaciones a este 
texto, que se encuentra en fase de información y audiencia pública en el 
Ministerio de Justicia.  
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1.-  INTRODUCCIÓN 
 
El Consejo General de Economistas de España (CGE), a través de su Registro de 
Economistas Forenses (REFOR) –órgano especializado de dicho Consejo General 
en materia de insolvencias y que constituye una de las entidades más 
representativas de nuestro país dentro de este ámbito– viene realizando desde 
hace años un seguimiento de las distintas variables concursales, tanto a nivel 
nacional como internacional, y en base al estudio de las mismas elabora 
documentos e informes a este respecto de forma habitual1 
1.1.- Anteproyecto de Ley de reforma del texto refundido de la Ley Concursal 
 

 
1 2015: ”Observaciones al Proyecto de Real Decreto por el que se desarrolla el Estatuto de la Administración 
concursal” (15 julio 2015). Acceso al documento AQUÍ.  
2018: “Propuestas del CGE a la Comisión Europea al borrador de Directiva Europea”. Acceso al documento 
AQUÍ.  
2018: “Algunas cuestiones fundamentales para la reforma Concursal: 25 propuestas de reforma”. Acceso al 
documento AQUÍ. 
Junio 2020: “Decálogo de propuestas para la reflexión de las insolvencias en España”. Acceso al documento 
AQUÍ.  
Diciembre 2020: “Reformas en el campo de la insolvencia y otras cuestiones estratégicas para una mejor 
gestión de la crisis económica derivada de la crisis de la Covid-19”. Acceso al documento AQUÍ.  

https://economistas.es/Contenido/REFor/EncuentroREFOR/Observaciones%20CGE%20Proyecto%20RD%20Estatuto%20AC.pdf
https://www.economistas.es/Contenido/REFor/notaaviso/PROPUESTAS%20DIRECTIVA%20INSOLVENCIA%20DESDE%20CGE%20ESPA%C3%91A.pdf
https://www.economistas.es/Contenido/REFor/Publicaciones/FILOSOFIA%20REFORMA%20CONCURSAL%20(NIVEL%20DE%20LEY).pdf;
http://www.economistas.es/Contenido/REFor/TRLC/10%20propuestas%20para%20la%20reflexi%C3%B3n%20sobre%20el%20tratamiento%20de%20las%20insolvencias%20en%20espa%C3%B1a.pdf
http://www.economistas.es/Contenido/REFor/NotaPrensa/Documento%20propuestas%20REFOR%20Covid-19.pdf
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Una vez puesto en marcha el trámite de audiencia pública del Anteproyecto 
de Ley de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva 
(UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, 
sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e 
inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por 
la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 (Directiva sobre reestructuración 
e insolvencia), el Registro de Economistas Forenses (REFOR) ha realizado un 
primer análisis de urgencia de dicho anteproyecto, llegando a la conclusión de 
que el texto resulta –en líneas generales– un avance, ya que por fin se ha 
traspuesto la Directiva de Insolvencia, máxime si se tiene en cuenta el momento 
tan delicado en el que nos encontramos por causa de la Covid, que hace 
necesario realizar cambios en tratamiento de las insolvencias.  Para el REFOR el 
Anteproyecto de Ley de reforma del texto refundido de la Ley Concursal incluye 
algunas mejoras importantes, entre las que destaca que se impulsen los planes 
de reestructuración, con el consiguiente desarrollo de la fase preconcursal, para 
tratar de evitar así el mayor número posible de liquidaciones, dado que las 
empresas en España llegan tarde al concurso. Así mismo, también supone un 
avance la inclusión de un procedimiento específico para microempresas como 
existe en otros países, si bien no se garantiza la gestión profesionalizada de estos 
procesos. Otro punto a favor es la clarificación del concepto de probabilidad 
de insolvencia, ya que en España, a diferencia de otros países, se consideraba 
la insolvencia solo como inminente. De este modo, ya pueden tomarse medidas 
previas con una mera probabilidad de insolvencia, lo que permitirá adelantar 
las acciones de los profesionales para prevenir dicha insolvencia.  
 
No obstante, El REFOR considera que en el texto del Anteproyecto se siguen 
manteniendo una serie de aspectos negativos que, a su juicio, podrían dar al 
traste con los objetivos fijados en el texto. Es por ello que, a continuación, se 
intentarán explicar algunas cuestiones cuyo tratamiento  podría ser mejorable 
desde el punto de vista del REFOR, y se realizarán algunas propuestas 
encaminadas a mejorar el sistema concursal español, con objeto de que 
puedan ser valoradas y, en caso de estimarlo oportuno, ser tomadas en 
consideración. 
 
Estas propuestas están condicionadas por cuatro hechos: 
 
a. Persistencia de una economía sumergida concursal en España: desde 
REFOR comparamos pagos del FOGASA y número de concursos, y los últimos 
datos disponibles de 2021 siguen indicando que persiste un número significativo 
de insolvencias que no siguen el procedimiento concursal establecido sino que 
se alejan del mismo, lo que supone un coste añadido e ineficiencia económica-
empresarial en cuanto a la posible recuperación del crédito (observamos que 
los pagos del FOGASA de enero a mayo 2021 han aumentado en torno al 22, 
06%, y la ratio que los compara con el número de concursos de acreedores  –
1,09– ha disminuido un 37% con respecto a 2020). La ratio de 1, 09 mostraría que 
al menos debería haber un 9% más de concursos de acreedores, pues hay más 
pagos del FOGASA, que proceden de insolvencias, que concursos de 
acreedores a través de este sistema legal.  
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b. En la comparativa concursal internacional (a partir de datos de 
“Creditreform” mayo 2021 con respecto a 2020) España es uno de los países con 
menor porcentaje de empresas que concursan, como puede verse en la 
siguiente tabla: 
 

              
Fuente: “Informe Insolvencias en Europa 2020” Creditreform: ratio nº insolvencias 
por 10.000 empresas por países (mayo 2021). Acceso al informe AQUÍ.  
 
c.   El número de acuerdos de refinanciación (no homologados) se ha reducido 
en 2020 frente a 2019 (datos del CGPJ de 2021: se produce un decrecimiento 
del 16,53% en cuanto a los acuerdos de refinanciación no homologados. 
 
d.    Se incrementan los concursos "express" con respecto al año anterior: en el 
total pasan de 1.722 en el  año 2019 a 1.923 en 2020 (subida del 11,67%), con 
datos del CGPJ. Los concursos express representan en 2020 ya el 47% de los 
concursos acreedores. Cada vez hay mayor porcentaje de empresas en peor 
situación concursal, que tienen que recurrir al concurso express. 
Es decir, el sistema concursal (y preconcursal) español no parece resultar 
atractivo para el empresariado, especialmente para las micropymes y 
pequeñas empresas, y la situación concursal de las empresas es cada vez más 
complicada (mayor % de concursos express). Desde el REFOR consideramos que 
de no producirse una mayor flexibilidad del crédito público  (tanto en fase 
preconcursal como concursal y en  segunda oportunidad)  y mejorar, en la línea 
que a continuación se expone,  un conjunto de variables pre y concursales es 
muy probable que persista esta economía sumergida concursal y este ratio de 

https://www.creditreform.de/fileadmin/user_upload/central_files/News/News_Wirtschaftsforschung/2021/Insolvenzen_in_Europa/2021-05-20_AY_OE_Analyse_EU-2020.pdf
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bajísima concursalidad en España comparada con otros países de nuestro 
entorno, alejándonos de los modelos europeos e internacionales concursales. 
 
 
 2.- CRÉDITO PÚBLICO Y SEGUNDA OPORTUNIDAD  
 
La modificación de los artículos 486 al 502 que propone el Anteproyecto de Ley 
suponen un cambio completo del capítulo II del título XI del libro primero y 
pretenden la adaptación del Texto refundido a la Directiva de Insolvencia en 
cuanto a la denominada coloquialmente “segunda oportunidad”. Es en 
definitiva la creación de un mecanismo doble de exoneración del 
pasivo insatisfecho: a través de un plan de pagos que no obliga a la liquidación 
del activo o bien tras la liquidación de los bienes que componen el activo del 
concursado.  
 
El sistema de exoneración queda limitado a las personas naturales, sin que 
afecte por tanto a las personas jurídicas, sin duda porque estas pueden alcanzar 
los mismos objetivos en el convenio o la liquidación, al extinguirse su 
personalidad con la conclusión de la misma.  
 
El objetivo que se persigue con esta exoneración es limitar los efectos de la 
deuda en tiempo a los deudores de buena fe, entendiendo por ellos a quienes 
el propio TRLC define mediante la negación de exoneración de determinados 
créditos.  
 
Y es aquí, en esa limitación de la exoneración, donde de nuevo se acredita la 
imposición de la Hacienda Pública, así, en el sentido más amplio de su privilegio.  
 
La exclusión de la exoneración de los acreedores sancionados por resolución 
administrativa firme o que hubieran sido sujetos de derivación de 
responsabilidad, y la exclusión adicional de las deudas derivadas de créditos de 
derecho público, así como de las deudas por multas a que hubiera sido 
condenado el deudor en procesos penales y por sanciones administrativas muy 
graves no son sino un refuerzo adicional al privilegio general del artículo 280, ya 
que la redacción actual excluye de la exoneración a los créditos que por su 
calificación de acuerdo con el propio TRLC tendrán la consideración de 
ordinarios o subordinados, dándose por tanto la paradoja de que créditos de 
mejor calificación serán preteridos o condonados, mientras que los de crédito 
público de última condición serán satisfechos, incluso se permite el inicio y la 
continuidad de las ejecuciones de los créditos públicos al considerarse 
no exonerables.   
Resulta especialmente relevante la decisión de potenciar los privilegios de los 
créditos públicos en cada una de las modalidades de procedimientos por los 
que puede optar el deudor, especialmente cuando se trata de procedimientos 
de liquidación en cualquiera de sus extremos,  Resulta paradigmática la 
redacción de los artículos 691 bis y ter en la que el privilegio se potencia por la 
vía de exclusión de las quitas y esperas del crédito público incluso aunque sea 
ordinario o subordinado,  De igual forma la determinación de que sea 
obligatoria la liquidación cuando el deudor no se encuentre al corriente en el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la seguridad social que 
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señala el artículo 699 quater representará un bloqueo prácticamente insalvable 
para los empresarios que pretendan un plan de continuación.  
 
Desde el Consejo General de Economistas pusimos de manifiesto en 2014 que el 
impacto del crédito público en los concursos de acreedores en pymes suponía 
más del 20% (entendemos que, a día de hoy, este informe sigue vigente e incluso 
para micropymes este porcentaje sería incluso mayor). Acceso al documento 
AQUÍ.     
 
Resulta especialmente sorprendente la redacción del artículo 714 en la que el 
crédito privilegiado se llega a anticipar al pago del crédito contra la masa si 
este es el formado por los honorarios del administrador concursal.  
 
Esta regulación es contraria a la corriente general que trata de igualar el crédito 
público al privado ante la insolvencia del deudor, puesto que cualquier 
privilegio en situaciones de escasez supone en realidad una “apropiación” de 
los derechos de los demás acreedores.  
 
Además, la forma “indirecta” de incrementar los privilegios de los créditos 
públicos, resulta especialmente grave para aquellos empresarios que 
pretendan la exoneración del pasivo, puesto que sólo una previa liquidación de 
todas sus deudas permitirá acceder a la misma, puesto que, de no 
ser créditos exonerables, aunque sean subordinados deberán ser íntegramente 
satisfechos.  
 
Una transposición adecuada de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración 
preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para 
aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y 
exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 
(Directiva sobre Reestructuración e Insolvencia) requeriría una merma, y no un 
incremento, de los privilegios del crédito público, por lo que se considera que el 
Anteproyecto de Ley de Reforma del Texto Refundido de la Ley Concursal no 
responde a las exigencias de la Directiva, y que, por tanto, no cumple con los 
requerimientos de la misma respecto de la política de reestructuración de las 
deudas, ni de la posibilidad de recuperación del tejido empresarial mediante la 
exoneración de créditos al deudor empresario.  
 
En el CGE entendemos también que el crédito público no puede, ni debe, ser 
una herramienta de apalancamiento financiero del empresario individual que 
sirva para extender el periodo de insolvencia y cuyo importe sea 
completamente exonerado. Por ello, sugerimos que la exoneración del crédito 
público debe alcanzar, al menos, el período de liquidación corriente más los 
dos anteriores. 
   
 
3.- MARCO DE REESTRUCTURACIÓN ANTEPROYECTO REFORMA LEY CONCURSAL  
 
 

1. De la apertura del preconcurso – Comunicación 

https://economistas.es/cust_notas/un-estudio-del-consejo-general-de-economistas-advierte-de-que-el-peso-del-credito-publico-en-los-concursos-de-acreedores-lastra-la-viabilidad-de-la-pyme/
https://economistas.es/cust_notas/un-estudio-del-consejo-general-de-economistas-advierte-de-que-el-peso-del-credito-publico-en-los-concursos-de-acreedores-lastra-la-viabilidad-de-la-pyme/


6 
 

 
 
i. Falta claridad al objeto de comunicación del inicio. 
 
En el presupuesto objetivo (art 583) se establece: 
 

583. Presupuesto objetivo 
 

 
Es decir, parece que la comunicación efectuada solo puede indicar dos 
cuestiones concretas: 
 

● Inicio negociaciones 
● Solicitar directamente homologación del PR (Plan de 

Reestructuración) 
 

  
No obstante, cuando desarrolla la comunicación (art 585): 
 

 
 
Es decir, ahora se establece que la comunicación puede indicar: 
 

● Existencia de negociaciones 
● Intención de iniciarlas de inmediato 

[En ambos casos para alcanzar un PR] 
 
Existe, por tanto, una contradicción entre el presupuesto objetivo (art 583) y la 
configuración de la comunicación de inicio (art 585) que debería aclararse en 
el texto legal. 
 

ii. Contenido de la comunicación del inicio. 
 
El 586 establece el contenido de la comunicación: 
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No se indica la exigencia de incluir un PR, por lo que difícilmente podría 
cumplirse el presupuesto subjetivo del 583 (“solicitar directamente la 
homologación de un PR”) 
 
 

iii. Efectos comunicación del inicio – Procedimientos ejecutivos 
 
Los artículos 600 y 601 establecen una regla general de prohibición de inicio de 
ejecuciones y suspensión de las ya iniciadas contra bienes necesarios para la 
continuidad. 
 
Existe la posibilidad de extender judicialmente la prohibición general de inicio 
de ejecución o suspensión de las existentes sobre el resto de bienes y derechos 
cuando (según el art 603): 
 

● Lo solicite el deudor 
● Sea necesario para asegurar el buen fin de las negociaciones 

Existe, por último, la posibilidad de extender judicialmente la prohibición de 
inicio de ejecución o suspensión de las existentes sobre uno o varios acreedores 
individuales (según el art 604) cuando: 
 

● Lo solicite el deudor 
● Sea necesario para asegurar el buen fin de las negociaciones 
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No obstante, observamos que el tratamiento diferenciado que se da a algunos 
créditos puede ser contrario al espíritu del proceso de reestructuración y que 
podrían poner en peligro el éxito de dichos procesos. 
 

a. Ejecución de Garantías Reales 
 
De acuerdo con el artículo 605, los acreedores con garantías reales pueden 
iniciar ejecuciones en todo momento. 
 
Tan solo en el caso de que la ejecución se dirija contra bienes necesarios, ésta 
se inicia y se suspende simultáneamente hasta que transcurran 3 meses desde 
la comunicación. 
 
Entendemos que mantener el derecho a iniciar o continuar ejecuciones contra 
bienes y derechos necesarios es contrario al propósito mismo de la norma pues 
podría frustrar cualquier posibilidad de acuerdo sobre la reestructuración de la 
deudora. 
 
Creemos que el plazo de suspensión sobre este tipo de bienes debería 
garantizarse, al menos, durante el período de negociación con sus extensiones, 
de forma que permita a la deudora gestionar adecuadamente un proceso de 
negociación y aumentar las posibilidades de acuerdo y, por ende, de viabilidad 
del proceso. 
 

b. Ejecución del Crédito Público 
 
El artículo 607 establece una exclusión genérica de los supuestos de prohibición 
de inicio de ejecuciones o suspensión de las existentes, lo que supone una 
desprotección del deudor frente a estos créditos otorgándole una 
sobrecualificación injustificada. Si tenemos en cuenta que las ejecuciones 
pueden iniciarse o proseguirse, incluso, contra bienes necesarios para la 
continuidad de la actividad, el mantenimiento de este precepto puede suponer 
un torpedo contra la línea de flotación del propio fin del Anteproyecto.  
 
 
4.- ALERTAS TEMPRANAS  
  
 
Al mecanismo de alerta temprana dispuesto en la Directiva Europea, el 
Anteproyecto le dedica una única disposición final (la 8ª)  
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El Anteproyecto ha desistido de introducir una regulación sobre este aspecto, 
limitándose a una breve disposición final en la que, básicamente, pospone 
durante un año y encomienda a dos ministerios la elaboración de las 
herramientas necesarias, pero sin establecer unos criterios o parámetros mínimos 
sobre lo que debe entenderse como riesgo de insolvencia. Además, la 
herramienta que se diseñe partiría necesariamente de información financiera 
procedente de registros públicos que, dada su agrupación y falta de 
actualización interanual, podría hacer que cualquier análisis estuviera 
desfasado. Por último, el texto prevé el carácter exclusivo y privado de la 
información de riesgos proporcionado por la herramienta lo que, a nuestro 
juicio, es contrario a la Directiva de Insolvencia que exige un mecanismo que 
permita al mercado y a los representantes de los trabajadores detectar los 
riesgos de insolvencia en el sistema económico. 
 
Para establecer un mecanismo de alerta temprana que sea eficiente, desde el 
CGE proponemos un sistema de “test de estrés” al que las empresas podrían 
someterse en determinados momentos tales como:  sobreapalancamiento; 
licitaciones públicas; solicitud de subvenciones; solicitud de ERTEs; etc...  
 
Este sistema proporcionaría seguridad económica al mercado, aseguraría las 
transacciones y ayudaría a proteger el erario público. 
  
 
5.- DEL MECANISMO DE VENTA EXPRÉS DE UNIDADES PRODUCTIVAS (UPA), EL 
PRE-PACK 
  
 
El Anteproyecto desarrolla un marco pre-concursal general basado en alcanzar 
soluciones de reestructuración con la vocación de evitar la declaración judicial 
de insolvencia.  
 
No obstante, no desarrolla con precisión el mecanismo en que el deudor, en el 
momento de la comunicación de la situación de insolvencia, solicite la 
transmisión de una UPA para la posterior transmisión de dicha UPA, una vez 
declarado el concurso.  
  
El artículo 224 bis arbitra un mecanismo en que es el propio deudor quien, al 
solicitar la venta de la unidad productiva, presenta directamente una oferta 
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vinculante que será evaluada por el administrador concursal designado en el 
concurso y sólo en el caso en que existan más de una oferta alternativa. 
  
Esta vaga regulación de este mecanismo “Pre-pack” adolece de las 
deficiencias de control, transparencia y supervisión de cumplimiento legal que 
se criticaba a los diferentes modelos utilizados por algunos juzgados mercantiles 
en España, lo que va en detrimento de las garantías de los acreedores. 
 
De una parte, no existe una evaluación de la unidad o unidades productivas 
que van a ser transmitidas, lo que impide tener valores referenciales para el 
proceso de oferta.  
 
Se pretende establecer la transparencia del procedimiento de ofertas mediante 
la creación de un nuevo “portal liquidaciones concursales”, que se nos antoja 
como un nuevo intento de revitalizar el fracasado portal de subastas del BOE y 
que, a nuestro juicio, no aporta novedades ni mejoras significativas a otras 
herramientas y portales públicos o privados ya existentes en el mercado.   
 
Además, la mera publicación sin más definición de “cuanta información resulte 
necesaria para facilitar la realización de ofertas…” resulta claramente 
insuficiente para crear un entorno transparente y fiable que permita garantizar 
la generación de un mercado de compras y ventas de este tipo de bienes. 
 
Para poder generar un mercado competitivo eficiente, se precisa, además, de 
la transparencia, la seguridad y rigor técnico respecto de la información 
ofrecida. En el caso de unidades productivas, resulta imprescindible un control 
previo de la información financiera y una valoración objetiva adecuada de 
dichas unidades productivas, de forma que permitan establecer un marco de 
referencia fiable respecto del precio en el mercado de las mismas. 
 
Por ello, entendemos imprescindible la intervención de un experto en 
reestructuración que emita un informe de valoración de la unidad productiva, 
de la misma forma que se exige en el art 642.2º para la homologación del Plan 
de Reestructuración. Carece, a nuestro juicio, de sentido establecer la 
obligación de valorar una empresa o unidad productiva para homologar un 
Plan de Reestructuración y que no sea preceptivo cuando dicha unidad 
productiva o empresa va a ser transmitida, que es, precisamente, cuando más 
necesario se hace conocer su valor. 
 
El Anteproyecto prevé el nombramiento de un experto en reestructuración 
únicamente a solicitud del deudor, lo que, en la práctica impide el ejercicio de 
control de transparencia del procedimiento de recepción de ofertas por parte 
del deudor al recaer en éste la decisión de su designación. Además, las 
atribuciones que se otorgan al experto en reestructuración se limitan a “recabar 
ofertas”, sin mayor análisis ni trabajo de evaluación alguna sobre la empresa o 
unidad productiva a transmitir. 
 
Desde  el CGE sugerimos introducir este mecanismo “Pre-pack” de forma clara 
en el anteproyecto, de tal forma que podamos implementar una medida cuya 
eficiencia y rapidez está demostrada y que está basado en los mecanismos que 
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se han venido adoptando por diversos juzgados y tribunales mercantiles en 
España.  
 
El mecanismo estaría basado en la profesionalización de procedimiento a partir 
de la designación obligatoria de un experto en reestructuración mediante el 
sistema ya establecido en el propio anteproyecto. Esto es, a propuesta del 
deudor, de entre los profesionales que tengan acreditados su cualificación 
suficiente para tal desempeño y debidamente inscrito en el RPC con la 
especialidad de experto en reestructuraciones.  
 
Posteriormente, una vez declarado el concurso, se culminará la transmisión de 
la unidad productiva conforme a lo previsto en el art 530 TRLC.  
  
A modo orientativo, el mecanismo sería el siguiente:  
  
1.- Fase preconcursal:  
  
El deudor comunica la situación de insolvencia y su intención de transmitir la 
unidad productiva a un tercero, para lo cual solicita el nombramiento de un 
experto en reestructuración.  
 
Al igual que ocurre con el nombramiento de experto para alcanzar la 
aprobación de un plan de reestructuración, el deudor propone al experto, de 
entre los habilitados para ello al haber obtenido la acreditación de experiencia 
y especialización para su inscripción en el RPC. 
 
El juez, podrá designar a dicho experto o a otro. Si no propone a ninguno de 
ellos, designará a uno de la lista. Se establecerá un posible derecho de 
oposición de los acreedores. Será posible, y eficiente, que el administrador 
concursal sea el mismo “prepacker”. 
 
Las funciones de este experto en reestructuración durante este 
mecanismo PrePack, serían:  
  
a) Asistir y supervisar al deudor en la preparación de operaciones.   
 
b) Familiarizarse con el negocio.   
 
c) Informar a los acreedores del proceso, participando, en su caso, en las 
negociaciones, especialmente, con los acreedores privilegiados y públicos, así 
como con los representantes de los trabajadores.   
 
d) Emitir un informe de valoración de la empresa en su conjunto y de las 
unidades productivas objeto de transmisión previsto en el art 642.2º TRLC.  
 
e) Verificar y supervisar la regularidad, publicidad y transparencia en la 
preparación de operaciones sobre los activos de la empresa, especialmente 
garantizando la igualdad de acceso a la misma información y oportunidades 
entre los potenciales interesados o postores y la justa competencia y que el 
proceso ha sido desarrollado mediante mecanismos que permitan la 
trazabilidad de las ofertas y la robustez del sistema de recepción, ya sea 
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mediante procedimiento notarial o el uso de plataformas públicas o privadas 
que cumplan con dichos requisitos de robustez.    
 
f) Emitir un informe final de la gestión realizada y, en particular, de las ventas 
preparadas sobre los activos de la empresa.   
  
2.- Fase judicial de autorización de venta  
  
Con la solicitud de declaración de concurso, el deudor deberá acompañar el 
informe final del experto en reestructuración, así como las propuestas finales de 
implementación de compras vinculantes de toda la empresa, unidades 
productivas o de negocio, o de activos en globo.  El juzgado declarará el 
concurso y nombrará a un administrador concursal. 
 
Las autorizaciones judiciales de las operaciones de venta conformadas y 
preparadas deberán tramitarse por la vía del art. art. 530 TRLC. A tal efecto, en 
el mismo auto de declaración de concurso, deberá darse traslado por diez días 
de las propuestas, para que por los acreedores o cualquier interesado puedan 
efectuar alegaciones. El plazo se computará desde la publicación en el Registro 
Público concursal de la declaración de concurso, con la advertencia expresa 
de la existencia de una oferta vinculante y la identificación de la misma.   
 
Finalizado el plazo de diez días, la administración concursal deberá emitir el 
informe previsto en la Ley sobre el plan de liquidación y el juez, al día siguiente 
dictará auto autorizando o denegando las operaciones de venta preparadas, 
contra el que cabrá solo recurso de reposición. 
 
 

6.- LA FIGURA DEL ADMINISTRADOR CONCURSAL Y EL EXPERTO EN 
REESTRUCTURACIÓN.  REQUISITOS OBJETIVOS Y SUBJETIVOS, ACCESO, 
DESIGNACIÓN Y ALCANCE DE SUS ATRIBUCIONES  
 
 

1. El Administrador Concursal 
 

Como cuestión previa, debemos poner de manifiesto la necesidad de disponer 
del Reglamento de la administración concursal al que se refiere el precepto; 
desconocer su contenido final dificulta notoriamente la formulación de 
propuestas, en lo que se refiere, fundamentalmente, a la titulación que han de 
ostentar las y los profesionales en materia de reestructuración, insolvencia y 
exoneración (administradores concursales), al contenido del examen de aptitud 
profesional, a la clasificación de los procedimientos y a los requisitos que, en 
cada caso, habilitan al profesional para ser designado en cada tipología de 
concurso.  
 
   

i. En relación a la titulación:  
 
Ante la indefinición del precepto y su vinculación al, aún desconocido, 
Reglamento de la administración concursal, proponemos que, dentro de las 
titulaciones requeridas, se incluyan las de Licenciado o Graduado en Economía, 
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Licenciado o Graduado en Administración y Dirección de Empresas, Licenciado 
o Diplomado en Ciencias Empresariales, Licenciado en Ciencias Actuariales y 
Financieras, y Licenciado en Investigación y Técnicas de Mercado, así como 
quienes posean cualquier otro título universitario en el campo de la Economía o 
de la Empresa. 
   

ii. En cuanto al examen de aptitud profesional:  
 
En el apartado 1 del precepto se impone, como requisito para la inscripción en 
el Registro Público Concursal (en adelante, RPC), la superación de un examen 
de aptitud profesional cuyo contenido se desconoce pues se encuentra 
vinculado al Reglamento de la administración concursal.  
 
Sin estar disconformes con su establecimiento, entendemos que, en su caso, la 
prueba de acceso debe evaluar competencias únicas para cualquier 
aspirante, sea cual sea su titulación.  
 
En todo caso, consideramos que el Anteproyecto tendría que tener en cuenta 
el contenido del considerando (87) o el del artículo 26 de la Directiva (UE) 
2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de junio de 2019; la 
norma europea impone que los Estados miembros velen por que los 
administradores en materia de reestructuración, insolvencia y exoneración 
(administradores concursales) estén adecuadamente formados; en concreto, 
deben garantizar que “reciban la formación adecuada y tengan los 
conocimientos especializados necesarios para el desempeño de sus funciones”  
 
Asimismo, debe resaltarse que la Directiva no obliga a los Estados miembros a 
facilitar directamente la formación necesaria, pero abre la posibilidad a que su 
impartición sea a través de asociaciones profesionales u otros organismos.  
 
En tal sentido, la regulación universitaria actual facilita que el Estado dote de 
formación adecuada y especializada a sus administradores concursales –y, con 
ello, cumpla con la Directiva objeto de transposición–; también que se realice 
el pretendido examen de aptitud profesional al que se refiere el artículo 61.1 del 
Anteproyecto.  
 
La solución la encontramos mediante la habilitación a través de Máster oficial 
en administración en materia de reestructuración, insolvencia y exoneración 
(administración concursal) para cuya obtención será necesaria la superación 
de diferentes pruebas de evaluación y un Trabajo de Fin de Máster.  
 
Así las cosas, proponemos que el Reglamento establezca el contenido mínimo 
que debe contener la guía docente de este nuevo título de especialización, 
dejando en manos de las instituciones educativas su impartición y la evaluación 
final de los aspirantes.  
 
En definitiva, la propuesta formulada facilita el cumplimiento de los requisitos 
impuestos a los Estados miembros en materia de formación y capacitación de 
los administradores en los procedimientos de reestructuración, insolvencia y 
exoneración de deudas, integrando el pretendido examen de aptitud que 
propone el Anteproyecto; de este modo, se podrán evaluar competencias 
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únicas para cualquier aspirante, posibilitando el intercambio de experiencias y 
herramientas de capacitación para la mejora de la calidad de la formación en 
toda la Unión Europea, de conformidad con lo establecido en el apartado 2 del 
Artículo 26 de la Directiva.  
 
 

iii. En cuanto a las atribuciones y competencias del AC.  
 
Bajo el nuevo enfoque de capacitación introducido por el Anteproyecto, el 
acceso a la actividad profesional de administrador concursal se obtiene 
mediante la acreditación vía examen de Estado.  
 
Al ser esta verificación de capacitación habilitante para el desempeño de una 
función regulada en el TRLC con un estatuto específico y un régimen de 
responsabilidades y retribución, se precisa que las atribuciones competenciales 
sean idénticas, con independencia del origen académico o profesional del 
aspirante al examen. 
 
Esto es, la configuración de las pruebas de acceso deben contener los requisitos 
en las materias que acrediten la suficiencia en las competencias que resultan 
necesarias para el desempeño de las funciones otorgadas por la Ley, de 
manera tal que cualquier profesional que haya superado dichas pruebas pueda 
ejercer el cargo en igualdad de condiciones sin limitación ni exclusión de 
funciones, ya sea en aspectos de análisis económico, financiero y de viabilidad, 
como en aspectos procesales previstos en el artículo 511. 
 
Así, dicho artículo 511 debería suprimirse pues significa otorgar atribuciones y 
competencias diferentes entre los miembros de un mismo cuerpo de 
Administradores Concursales, de la misma manera que no se exige que los 
aspectos de desempeño profesional de naturaleza económico-financiera o de 
viabilidad que se realizan durante el concurso, tales como la memoria 
económica, el informe de evaluación del plan de viabilidad o plan de pagos, 
etc, estén firmados por profesional con competencias en dichas materias, como 
economista, titulado mercantil o auditor. 
 
Este modelo propuesto es concordante con el modelo seguido en la Ley de 
Auditoría en la que el examen de acceso al ROAC otorga la capacitación 
completa para el ejercicio de la totalidad de las funciones de auditor de 
cuentas a los distintos profesionales que superan dicho examen, con indistinción 
de la procedencia académica de dichos aspirantes. 
 
 
 

iv. Del nombramiento.  
 
Bajo nuestro punto de vista, el precepto del Anteproyecto traspone el contenido 
del artículo 26.1.b de la Directiva, en lo que se refiere a que el procedimiento de 
designación cuente con las garantías de claridad, transparencia y justicia 
establecidas por aquel.  
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Sin embargo, entendemos que el apartado 2 debe ser objeto de revisión; y ello, 
porque el precepto no integra correctamente la formación como requisito 
indispensable que debe ostentar la o el administrador concursal en los 
procedimientos de mayor complejidad.  
 
Así las cosas, se indica que, en estos supuestos, el juez debe motivar la 
designación en “adecuación de la experiencia, los conocimientos o la 
formación de la persona nombrada”. En nuestra opinión, se debería modificar 
la redacción en el siguiente sentido: “adecuación de la experiencia, los 
conocimientos y la formación de la persona nombrada”.  
 
De este modo, se combinan y acumulan todas las características que debe 
aunar la persona designada.  
 
La redacción del precepto no difiere demasiado del vigente artículo 62, ya que 
ambos hacen referencia al nombramiento de la Administración concursal, 
como regla general, por turno correlativo. La diferencia estribaría en que con la 
entrada en vigor del Reglamento de la Administración Concursal antes del 17 
de Julio de 2022, el turno correlativo parece que sí se acabará finalmente 
aplicando. Hasta la fecha, a pesar de la referencia expresa del vigente artículo 
62 al turno correlativo, éste no se había aplicado ante la inexistencia del citado 
Reglamento de la Administración Concursal. 
 
Ese turno correlativo será en función de la clase de concurso de que se trate, es 
decir, según se ha indicado anteriormente en el comentario del Art. 61, para los 
concursos fáciles, (sin complejidad); y para los concursos de complejidad 
media. 
 
Sin embargo, y tal y como se regula en el apartado segundo del Art. 62, para 
los concursos de mayor complejidad no aplicará la regla general del turno 
corrido o correlativo, sino que excepcionalmente el nombramiento recaerá en 
aquella Administración Concursal, a elección del Juez, en función de la 
experiencia, los conocimientos o la formación de la persona nombrada según 
las particularidades del concurso, en los términos que se determinen 
reglamentariamente. En definitiva, de nuevo debemos esperar a la entrada en 
vigor del Reglamento de la Administración concursal para conocer 
exactamente: 
 

i.Cómo se delimita, caracteriza y se define el concepto de “concurso complejo”. 
ii.Cómo se designará realmente a la Administración concursal, y qué requisitos 

deberá cumplir ésta para poder ser designada para esa función en un concurso 
complejo. 
 
La clasificación de los concursos en tres clases en función de la complejidad, 
con la consecuente existencia de tres listados de Administradores concursales 
susceptibles de nombramiento en cada una de las clases puede acarrear 
también disfunciones y resultados injustos en los nombramientos. Así, por 
ejemplo, si un Administrador concursal apto para actuar en concursos de 
complejidad media, acaba aceptando el cargo como Administrador en tres 
concursos consecutivos de dificultad mínima o sin complejidad, la limitación del 
art. 65.2 de nombramiento en tres concursos dentro de los dos años anteriores 
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supondría que no pudiese ser nombrado para ningún concurso de complejidad 
media. Y del mismo modo si un Administrador Concursal que forma parte del 
Listado para ejercer dicha función en concursos complejos ha aceptado el 
cargo en dos concursos consecutivos, y en un concurso de tipo medio en los 
dos años anteriores, no podría ser nombrado para el ejercicio de esa función en 
un concurso complejo.  
 
En definitiva, la coexistencia de tres listados diferentes debe cohonestar con la 
limitación de los tres nombramientos en los dos años, y, a nuestro juicio, en cada 
listado, para cada clase de concursos, debería jugar de forma independiente. 
Así, los nombramientos y el límite de tres concursos en dos años deberían 
aplicarse a cada una de las categorías de forma independiente, pero no 
extenderse o afectar al resto de tipos o grupos de concurso. Así, si el 
administrador concursal tiene tres nombramientos en concursos sin complejidad 
en los dos años anteriores, no podrá ser nuevamente nombrado en concursos 
sencillos, pero no debería ser obstáculo alguno para ser nombrado 
Administrador concursal en concursos de tipo medio. Y del mismo modo si un 
Administrador Concursal apto para llevar concursos de complejidad media 
tiene tres nombramientos entre concursos sencillos, fáciles o de complejidad 
media, en ningún caso debería afectarle la posibilidad de ser nombrado en un 
concurso complejo  (más tomando en consideración que para ser nombrado 
en concursos complejos no juega el turno correlativo, sino la voluntad motivada 
del juez en la elección y designación del profesional que ejerza el cargo de 
Administrador concursal). 
 
En relación a los casos con elementos transfronterizos, el apartado 3 del 
precepto circunscribe las particularidades concretas del caso al conocimiento 
suficiente de la lengua del país o países relacionados con estos elementos o, al 
menos, el conocimiento suficiente de la lengua inglesa.  
 
No parece que el conocimiento de la lengua del país o del inglés sea una 
circunstancia “particular” o “especial” –este requisito puede ser sustituido por la 
exigencia de contar, en su caso, con un traductor jurado (cuyo coste tendría 
que ser asumido por la persona designada)–. En todo caso, no se regula cómo 
acreditar aquella circunstancia.  
 
Entendemos que son otros requisitos los que deben ser tenidos en cuenta: 
capacidad de cooperar con administradores concursales en procedimientos 
de insolvencia y autoridades judiciales o administrativas de otros Estados 
miembros, o disponer de recursos humanos y administrativos para tratar el caso 
concreto o de estructura en aquellos países relacionados con los elementos 
transfronterizos, o contar con una red de colaboración en los mismos. A nuestro 
entender estos deberían ser los elementos a ponderar para cumplir con las 
exigencias del artículo 26.1.c) de la Directiva.  
   
Asimismo, consideramos que es preciso incluir en el propio Anteproyecto (por 
principio de legalidad) una disposición transitoria, al igual que se hizo en el 
ámbito de la auditoría, que conceda un plazo suficiente para que aquellos 
profesionales que vienen ejerciendo la actividad de administrador concursal y 
cuenten con suficientes años de ejercicio y experiencia, no precisen de realizar 
el examen. Téngase en cuenta que, de lo contrario, si todos tienen que realizar 



17 
 

el examen a partir de una fecha, podría no haber suficientes administradores 
concursales disponibles para atender los concursos de acreedores.  
 
Asimismo, consideramos que sería preciso incluir en el propio Anteproyecto (por 
principio de legalidad, habida cuenta que las condiciones profesionales deben 
regularse en Ley y no en reglamento) una disposición transitoria análoga a la 
prevista en su día en la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, en 
virtud de la cual se prevea la exención de realizar el examen de acceso a la 
actividad a aquellos profesionales que vienen ejerciéndola y que cuenten con 
suficientes años de ejercicio y de experiencia. Téngase en cuenta que, de lo 
contrario, si todos tienen que realizar el examen a partir de una fecha, podría 
no haber suficientes administradores concursales disponibles para atender los 
concursos de acreedores.  
 
 

v. Prohibiciones.  
 

La redacción facilita el justo funcionamiento del sistema de designación a través 
de turno rotativo que contempla en artículo 62; también fomenta la 
consecución de la eficiencia en los procedimientos que reitera la Directiva 
europea.  
 
Vistas las funciones que establece el artículo 681 del Anteproyecto al experto en 
la reestructuración –y dada su labor de asistencia al deudor y a los acreedores, 
y analizada la independencia e imparcialidad que, respecto al deudor y a los 
acreedores, debe ostentar (artículo 682)– entendemos que su labor no resulta 
incompatible con una eventual función posterior como administrador 
concursal  (apartado 5 del precepto); de hecho tal condición facilitará el 
eficiencia de un posterior proceso de insolvencia, pues su conocimiento de la 
compañía será mayor.  
 
No obstante, deben excluirse del cómputo del referido apartado segundo del 
artículo 65 los concursos de acreedores consecutivos, procedimientos 
mayoritarios desde el segundo semestre de 2019, y que continuarán 
declarándose en un muy elevado durante los próximos 2 ó 3 años, pues la 
mayoría de administradores concursales de referencia en los Juzgados de lo 
Mercantil, ya sean personas físicas o jurídicas, han sido nombrados en más de 
tres concursos dentro de los dos últimos años como consecuencia de dichos 
concursos consecutivos. 
 
La limitación del artículo 65.3 relativa a no poder nombrar a administradores 
concursales ni auxiliares delegados que hayan sido nombrados en más de 
veinte concursos de acreedores en tramitación a la fecha del nuevo 
nombramiento debe suprimirse. Los motivos son varios: 
 

● En primer lugar, porque contraviene de una manera evidente el espíritu 
del legislador de 2011 de profesionalizar la figura de la administración 
concursal. Es obvio que, a mayor profesionalización, mayor número de 
concursos en tramitación. Por el contrario, los administradores 
concursales con menos de veinte concursos en tramitación serán, 
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inevitablemente, los de menor experiencia o los de nueva inclusión en el 
listado de inscritos. 

 
● En segundo lugar, porque expulsa del ejercicio del cargo de 

administrador concursal para los próximos ejercicios a múltiples 
administradores concursales que están tramitando más de veinte 
concursos de acreedores (sin necesidad de cumplir o no los requisitos de 
capacitación profesional y/o examen que se desarrollarán 
reglamentariamente). El agravio comparativo con administradores 
concursales que carecen de experiencia está fuera de lugar. 

 
Que administradores concursales hayan apostado por la 
profesionalización de la profesión, creando y formando equipos de 
profesionales a tal efecto, no puede penalizarles por el hecho de tener 
más de veinte concursos en tramitación. La eventual conclusión de los 
procedimientos no dependen de la forma de actuar del administrador 
concursal, sino de la interposición de recursos, ya sean en primera o 
segunda instancia, de la tramitación y ejecución de la sección sexta de 
calificación, de la dificultad de liquidar activos harto complicados, o de 
la burocracia y carga de trabajo de la mayoría de juzgados en España, 
que, por otro lado, han visto como la norma concursal ha sido una de las 
más cambiantes en la última década, hecho que tampoco ha ayudado 
a la tramitación eficiente de los concursos en los propios juzgados. 

 
● Por otro lado, muchos de dichos administradores concursales suman más 

de veinte concursos de acreedores en tramitación como consecuencia 
de la aceptación de concursos de acreedores consecutivos de personas 
físicas, ya sean en sede mercantil o en los juzgados de primera instancia. 
Como decíamos, se trata de los procedimientos mayoritarios en la 
actualidad y en los próximos ejercicios, por lo que no cabe penalizar a 
aquellos administradores concursales que han aceptado el cargo en 
dichos procedimientos (cuando muchos otros administradores 
concursales no aceptan y, en la mayoría de casos, sin justa causa).  

 
A mayor abundamiento, se trata de procedimientos concursales 
antieconómicos en cuanto a honorarios a percibir, siendo, en la mayoría 
de los casos, dichos honorarios inferiores a los gastos que acarrea una 
tramitación profesional y eficiente del concurso. En conclusión, la 
aceptación de procedimientos que generan más gastos que ingresos 
para el administrador concursal no puede dejarlos en peor posición en 
cuanto a expectativas de nuevos nombramientos que aquellos 
administradores concursales que optaron por no aceptar concursos 
consecutivos, demorando la tramitación de dichos procedimientos. 

   
vi. Reglas de determinación de la retribución.  

 
La Directiva establece, de manera reiterada en sus antecedentes, la necesidad 
de disminuir los costes de la reestructuración o de los procedimientos de 
insolvencia, tanto para los deudores, como para los acreedores.  
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En tal sentido, en los últimos años el legislador español ha venido reduciendo 
ostensiblemente los costes del procedimiento concursal; la mayor parte de sus 
medidas han recaído en las y los profesionales designados como 
administradores concursales: nombramiento de un único profesional en vez de 
tres; asunción del coste de auxiliares delegados, expertos independientes, 
valoraciones o entidades especializadas; limitaciones retributivas, etc. Por ello, 
consideramos injustificada la nueva reducción que se formula en la regla de 
limitación (art. 86.1.2º).  
 
El artículo 27.4 de la Directiva establece que “los Estados miembros velarán por 
que la retribución de los administradores concursales se rija por normas que 
estén en consonancia con el objetivo de conseguir una resolución eficiente de 
los procedimientos”.  
 
Uno de los objetivos principales de la Directiva es mejorar la eficacia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas; en 
particular, se centra en reducir su duración.  
 
En tal sentido, la redacción propuesta para el artículo 86 introduce en su 
apartado 1.3º la regla de la duración del concurso; en el 4º modifica la regla de 
eficiencia.  
 
Si bien ambas novedades están en consonancia con el objetivo de celeridad y 
agilidad proyectado por la Directiva e involucran a la administración concursal 
con el mismo a través de fuertes sanciones en forma de reducción de 
honorarios, entendemos que resulta necesario introducir en la regla de duración 
alguna salvedad.  
 
Y ello, porque, en múltiples casos, ha sido el colapso de los Juzgados de lo 
Mercantil el que ha venido ocasionando excesos en la duración de la fase 
común (por no proveer resoluciones en plazo, por ejemplo) o en el de la fase de 
liquidación (por la tardanza en el plazo de aprobar las reglas de liquidación).  
 
Por ello, aunque entendemos que, en lo que se refiere a la duración de la fase 
común, al indicarse “…entienda que existan circunstancias objetivas que 
justifiquen ese retraso”,  ya se hace refiere a la circunstancia expresada, sería 
aconsejable incluir una mención concreta a estos supuestos; por ejemplo: 
“…entienda que existan circunstancias objetivas que justifiquen ese retraso, que 
compruebe que se han producido retrasos imputables al Juzgado o que la 
conducta del administrador hubiese sido diligente en el cumplimiento de las 
demás funciones.”  
 
En lo que respecta a la reducción establecida para la fase de liquidación, a 
pesar de las novedades y nueva orientación que presenta el Anteproyecto en 
lo que respecta a este periodo del procedimiento, consideramos que debe 
contemplarse la posibilidad que sean interesadas modificaciones a las reglas 
especiales que dicte el Juez al acordar la apertura de la liquidación. El precepto 
no tiene en cuenta tal circunstancia y esta dilación no puede imputarse a la 
administración concursal, pues su protagonismo ha desaparecido a la hora de 
proponer las reglas de liquidación.  
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La mínima intervención de la administración concursal en la fase de convenio 
tampoco justifica que sus emolumentos se vean reducidos por una duración 
excesiva que en nada tiene que ver con su papel, sino con el del propio deudor 
o del Juzgado.  
 
Por último, debemos poner especial énfasis en la necesidad de desarrollar 
reglamentariamente la regulación de la Cuenta de Garantía Arancelaria.  
   
La experiencia de los últimos años nos indica que existe una gran cantidad de 
concursos cuya masa es insuficiente para, siquiera, abonar los gastos 
aparejados al desarrollo del propio procedimiento concursal, entre los cuales se 
encuentran los honorarios de los administradores concursales.  
 
Si bien la Cuenta de Garantía Arancelaria pareciera una solución, no es menos 
cierto que tal propuesta no resuelve el problema pues tan solo redistribuye los 
honorarios de aquellos concursos en los que existe posibilidad de abono de 
honorarios entre la totalidad de procedimientos, exigiendo a los profesionales el 
sacrificio de parte de su trabajo en lugar de establecer un mecanismo que 
permita la satisfacción de los emolumentos a los profesionales que intervienen 
en los concursos de acreedores. 
 
La experiencia también nos dice que uno de los problemas endogámicos de los 
concursos en España es la excesiva tardanza de los deudores en solicitar la 
declaración de concurso lo que hace que, en el momento de su declaración, 
la iliquidez con la que cuentan, impide si quiera abonar los gastos del 
procedimiento. 
 
Sugerimos, como medida más efectiva, establecer una presunción iuris tantum 
para la culpabilidad, el solicitar el concurso sin la liquidez suficiente para afrontar 
los gastos propios del procedimiento, tales como honorarios de letrados, 
procuradores y administración concursal.  
 

vii. Separación y revocación  
 

El nuevo precepto elimina toda posibilidad de que el Juez pueda mantener al 
administrador concursal en el ejercicio del cargo por incumplimiento de su 
deber de diligencia en la elaboración del inventario y de la lista de acreedores.  
A pesar del objetivo de celeridad y agilidad que se persigue, entendemos que 
la supresión de esa alternativa puede ser perjudicial para la consecución de 
aquellos fines; y ello, porque pueden existir circunstancias objetivas que 
justifiquen la existencia de impugnaciones superiores a las consideradas en el 
artículo. Esta circunstancia debería ser tenida en cuenta por el juez del 
concurso, por lo que abogamos por la inclusión al final del apartado de la 
mención que, al respecto, contiene el precepto en su actual redacción: “No 
obstante, la concurrencia de esta causa de separación, el juez, podrá 
mantener al administrador concursal en el ejercicio del cargo cuando 
concurran circunstancias objetivas que así lo aconsejen”.  
 
 

2. El Experto en Reestructuración  
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i.Del estatuto del experto  
 
En el punto (88) de sus consideraciones previas, la Directiva prevé que el experto 
en la reestructuración sea seleccionado por el deudor, por los acreedores o por 
una junta de acreedores; no obstante, impone que su elección se realice a 
través de una lista que previamente sea aprobada por una autoridad judicial o 
administrativa.  
 
En los preceptos contenidos en este Título IV del Libro Segundo no se prevé la 
existencia de este mecanismo; tampoco sus condiciones de acceso y 
admisión.  
 
En nuestra opinión, debe preverse e introducirse en el artículo 676 la creación 
de la lista de expertos en reestructuración y sus condiciones de acceso y 
admisión; también deberían ser incluidas en los artículos 674 y 675 del 
Anteproyecto las menciones correspondientes. De no hacerse, se vulneraría el 
artículo 26.1.b) de la Directiva.  
 
 

ii. Aspectos técnicos de la función del experto en reestructuración. 
 
El Anteproyecto recoge en multitud de ocasiones, las funciones del ER en las 
que se requiere una formación adecuada en materia económico-financiera. 
 
En lo relativo al contenido exigido del PR se establece en el art 636: 
 

3 . La exposición de la situación económica del deudor y de las 
causas de esta situación 

 
(…) 

 
9 . Las medidas de reestructuración operativa propuestas, la 
duración, en su caso, de esas medidas y los flujos de caja 
estimados del plan, as  como las medidas de reestructuración 
financiera de la deuda, incorporando la financiación interina y la 
nueva financiación prevista en el plan de reestructuración, con 
justificación de su necesidad. 

 
10 . La exposición de las condiciones necesarias para el  éxito del 
plan de reestructuración y de las razones por las que ofrece una 
perspectiva razonable de garantizar la viabilidad de la empresa, 
en el corto y medio plazo, y evitar el concurso del deudor. 

 
En los supuestos de homologación del PR se establecen también requisitos que 
exigen conocimientos y análisis de experto en materias económico-financieras. 
 
El Capítulo V establece los supuestos y requisitos para la homologación del PR 
estableciendo dos supuestos: 
 

a. PR aprobado por todas las clases de acreedores (art 641.1): 
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El PR “ofrezca una perspectiva razonable de evitar el concurso y 
asegurar la viabilidad de la empresa en el corto y medio plazo.” 
 
b. PR no aprobado por todas las clases de acreedores (art 
641.1): 

 
 “(…) En este caso, la homologación del plan requerirá que la 
solicitud vaya acompañada de un informe del experto en 
reestructuración sobre el valor de la deudora como empresa en 
funcionamiento”  
 

Así, parece una obviedad entender que el experto en reestructuración debe ser 
alguien que revista la capacitación profesional adecuada con conocimientos 
en materia financiera, económica, análisis de viabilidad, valoración de 
empresas, etc. 
 
Sin embargo, las elevadas exigencias de capacitación que establece la norma 
en sus funciones no están reflejadas en las exigencias a la hora de establecer 
las condiciones subjetivas para el ejercicio del cargo. Esto es, para ser 
nombrado: 
 

 
 
Es decir, se asignan al Experto en Reestructuraciones unas funciones que exigen 
elevadas capacidades técnicas y profesionales en materias económico-
financieras pero, para ser nombrado como tal, la exigencia se describe con la 
indefinición de ser “persona natural o jurídica, española o extranjera, que tenga 
los conocimientos especializados y la existencia necesaria en materia de 
reestructuraciones”.  
 
No se establece qué se entiende por “conocimientos especializados'' ni por 
“experiencia necesaria en materia de reestructuraciones” lo que crea 
inseguridad jurídica.  
 
Además de ello, el control de suficiencia se encomienda al juez del concurso 
(art 675.3 y 675.4). 
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La falta de concreción antes indicada se reproduce nuevamente por cuanto: 
 

● No se establecen los criterios que debe usar el juez para interpretar 
que tiene los conocimientos especializados 

● El juez carece de conocimientos especializados para poder 
evaluar los conocimientos especializados de un tercero 

● No existen criterios a usar por el juez para determinar la 
experiencia necesaria en materia de reestructuraciones.  

o ¿Número de reestructuraciones? Si es así, ¿cuántas?.  
o ¿Años de experiencia ejerciendo como reestructurador? 

¿Cuántos? 
o Si es una persona natural o jurídica extranjera, ¿cómo 

verifica dicha experiencia? 
 

En definitiva, a la vista de los informes exigidos en el Anteproyecto, entendemos 
que al experto en reestructuraciones deben exigírsele, al menos, unos 
conocimientos sólidos en materia de contabilidad, financieros y económicos; 
en particular, los conocimientos académicos y las cualificaciones profesionales 
para ejercer las funciones propias de la profesión de economista, reconocidas 
en el Real decreto 871/1977, de 26 de abril, por el que se aprueba el Estatuto 
Profesional de Economistas y de Profesores y Peritos Mercantiles.  
 
En nuestra opinión, también debería requerirse ostentar la condición de 
administrador concursal; también la de mediador, visto el diseño previsto para 
esta figura y, en concreto, las funciones que se le encomiendan en el art. 681.  
 
Asimismo, entendemos que el artículo 676 vulnera la normativa comunitaria, en 
cuanto no exige que el experto en reestructuración disponga la formación 
adecuada.  
 
En este sentido, se tendría que tener en cuenta el contenido del considerando 
(87) o el del artículo 26.1.a) de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 20 de junio de 2019; la norma europea impone que 
los Estados miembros velen por que los administradores en materia de 
reestructuración, insolvencia y exoneración (administradores concursales) estén 
adecuadamente formados; en concreto, deben garantizar que “reciban la 
formación adecuada y tengan los conocimientos especializados necesarios 
para el desempeño de sus funciones”  
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Nos remitimos, a efectos de estas alegaciones, a los comentarios realizados al 
respecto en relación con la nueva redacción del artículo 61.  
 
Debemos mostrar nuestra absoluta conformidad a la ausencia de referencia 
alguna en materia de remuneración, entendiendo que se da cabida a que los 
honorarios del profesional designado serán libremente pactados por las partes.  
 
 
7.- EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA MICROEMPRESAS 
 

La incorporación del procedimiento especial para microempresas en la Ley 
Concursal nos parece a todas luces un acierto del legislador. Sin duda, parece 
que, de funcionar como está planteado, incrementará sin dudas la eficiencia 
en la tramitación y reducirá sus costes, evitando la destrucción del valor de los 
patrimonios afectados. 

No obstante, estimamos que la primera de nuestras alegaciones a este respecto 
debería ser tomada en consideración, por genérica, con objeto de hallar 
soluciones encaminadas a que el procedimiento funcione. Y no solo eso, sino 
que funcione con agentes que no necesariamente deben tener el 
conocimiento para ello. La idea del uso de formularios legitimados va a permitir 
que la mayor parte de los procedimientos discurran a toda velocidad. Pero para 
ello, deberán estar diseñados, disponibles y funcionando sin problemas. Si nos 
atenemos a la D.F.12ª, con una vacatio legis de 20 días, y cruzamos este plazo 
con los previstos en las D.A.5ª.1, D.A.6ª y la D.A.9ª.... con plazos previstos de 3 
meses o de 6 para poner a disposición de los interesados los formularios, fuerza 
a una puesta en marcha del procedimiento especial verdaderamente 
arriesgado. Lo previsto en la D.T.1ª.5 no solo no resuelve la situación, sino que la 
empeora, pues sin los formularios, las vistas electrónicas, y todo lo previsto, se nos 
antoja improbable conseguir lo que la ley pretende. Y creemos que un traspiés 
al inicio de la reforma obligará a un sinfín de modificaciones posteriores a la 
misma. 

Además, debemos tener presente que la moratoria concursal parece que 
debiera tocar a su fin, con lo que el caos a principios del 2022 estará asegurado, 
malogrando el esfuerzo realizado. Por este motivo, consideramos que debería 
realizarse una entrada en vigor del procedimiento especial para cuando los 
formularios y la plataforma de liquidación estén ya testados suficientemente. 

Desde nuestra organización colegial, en línea con lo que venimos haciendo, nos 
ponemos a disposición de la Administración para colaborar en la redacción de 
los formularios y el diseño de la plataforma. En este sentido podemos ser útiles: 

a. Apoyando el uso de las nuevas tecnologías y el uso de formularios como 
potenciadores de eficiencia. En estos momentos existen algunas limitaciones: 

- Sociales: a pesar de que con el transcurso del tiempo se ha reducido, la 
brecha digital existe. Quizás sería aconsejable tener un procedimiento 
especial escrito para quienes no puedan acceder a estos sistemas 
tecnológicos. 
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- Técnicos: sólo con una rápida visita al portal habitual de acceso a la 
administración de justicia vemos los límites en el tamaño de los archivos. 
Una sola escritura de un préstamo hipotecario sobrepasará los límites de 
la capacidad de envío. Deberá reconsiderarse el sistema. 

b. En cuanto al propio uso de los formularios, claves para el funcionamiento 
del proceso: 
 

- Por el momento hemos identificado treinta modelos. Y, como mínimo, 
echamos en falta cuatro más… Es imprescindible que estén bien 
diseñados. Insistimos en la necesidad de que, en el momento de puesta 
en marcha de la Ley, estén debidamente contratados. 

- Hay modelos de “riesgo”: observamos el “necesario” del “especial” 
previsto en el 691 quater (especialmente si pensamos en la UPA). 

c. En cuanto a los plazos diseñados… consideramos que deberían ser 
mucho más escuetos si se pretende ser eficiente y reducir la duración de los 
mismos. A título de ejemplo: 

- El proceso de aprobación del plan de liquidación se alarga a dos meses, 
y si se recurre al extremo, podemos alargarlo a casi tres meses… el mismo 
plazo que se da para liquidar la masa… 

- Plazo en calificación: 60 días desde liquidación + nombramiento de AC + 
3 días comunicación apertura + 15 días demanda AC + 15 días de 
traslado + 20 para sentencia, teniendo la suerte de que exista vista... Es 
un procedimiento de 4,5 meses como mínimo…. 

 
 

d. Analizando determinados parámetros desplegados: 

 
● En cuanto a la clasificación de los créditos: 

Nos parece especialmente deslavazado el sistema de clasificación de los 
créditos, pues hay errores de concreción entre los artículos, lo que puede 
acabar en mayores problemas, especialmente pensando en las colas de la 
liquidación en el RPC y el reparto de los CCMS. 

● En cuanto a la suspensión de las ejecuciones: 
- Encontramos a faltar que se indique un plazo breve para que el LAJ de 

salida al formulario de solicitud. 
- En cuanto a la oposición, creemos que se debería de anular la posibilidad 

de vista presencial o bien, indicar los mismos plazos para la vista que para 
la vista presencial. Tener durante la negociación del plan de 
continuación una incógnita de este tamaño en el tiempo puede llegar a 
frustrarla. Pensemos que nos vamos casi a 6 semanas de trámite, con lo 
que en un periodo de 3 meses es más de la mitad. 
 

● En cuanto al 711, de créditos en especial: 
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Es un artículo que, a pesar de su buena intención, consideramos que no encaja 
para nada en el argumentario esencial de la LC, además de dar la sensación 
de estar poco ajustado. Veamos: 
 

- (711.1 vs 711.2) En relación con el primer plazo de 6 meses (o hasta la 
finalización de la calificación) para cobrar por parte del deudor o de la 
AC desde la apertura de la liquidación, choca con el de 6 meses desde 
la apertura del procedimiento especial. ¿Qué ocurre si se apertura la 
liquidación (entiéndase como procedimiento especial de liquidación) si 
se proviene del previo de continuación? 
 

- (711.2) ¿Por Qué se define una justificación de forma vaga de una 
obligación de ceder o transmitir? 
 

- (711.2. 1º) ¿Qué quiere decir “valor nominal actualizado”? ¿Por qué 
simplemente no se refiere al inventario? 
 

- (711.2. 1º) En una LC plagada de registros debería también quedar claro 
un registro de entidades que demuestren trayectoria en el mercado de 
crédito. 
 

- En relación al descuento en caso de transmisión (711.2. 1º) o al porcentaje 
en caso de cesión (711.2.2º), ambos en detrimento de la masa, o sea, de 
la posibilidad de recuperación para los acreedores, no dejan de ser, en 
el fondo, la adecuación del precio de la cartera al mercado de cobros. 
¿No sería más sencillo eliminar estas restricciones y simplemente, 
subastarlo en la plataforma, como cualquier otro activo?. Quién pague 
más por ello… que se lo lleve, sea una empresa de reconocido prestigio 
o no, o consiga un porcentaje alto o bajo en la cantidad. El obtenido por 
la subasta entra en la masa, se reparte y tema resuelto. De esta manera 
nos olvidaríamos de complejos sistemas de control posteriores a la 
liquidación. 
 

- Otro argumento adicional es que se trata de una de las pocas gestiones 
de liquidación que no van a cargo de la remuneración del AC… y 
encima se encarga con un coste superior, seguro. 

 
- Resulta extraño que se incorpore un artículo con una manera de 

redacción distinta, que da que pensar que pueda haber un interés 
concreto en que sea aprobado. 
 

● En cuanto a la calificación: 
 

- Siendo preceptivo el nombramiento de letrado en la calificación del 
procedimiento, debería dejarse clara la posibilidad de nombrar a 
sociedades profesionales como administradoras concursales. Es evidente 
que el trabajo colectivo de los profesionales que las integran conllevará 
mayor depuración de las mismas. 
 

- Se deja en manos de los acreedores la posibilidad de su apertura. Vemos 
complicado que con la información del deudor en los formularios se 
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pueda derivar alguna de las causas de calificación del libro primero. 
(717-718). Además, la restricción del % mínimo carece de ninguna 
justificación. Quizás quién tenga la mejor información no ostente el mayor 
crédito. ¿Permitirán los formularios obtener esta información?  

- No se especifica quién aprueba los honorarios de la defensa letrada de 
la concursada, o si se incorporan como créditos contra la masa.  
 
 

7.- LA CALIFICACIÓN DEL CONCURSO  
 

1. LA CALIFICACIÓN TRAS EL INCUMPLIMIENTO DEL CONVENIO   
   
Observamos que se ha incluido un supuesto de culpabilidad para el auditor de 
la concursada mediante la introducción del art. 445.2  “Se considerará cómplice 
el auditor que hubiera verificado las cuentas anuales en alguno de los tres 
últimos ejercicios anteriores a aquel en que hubiera sido declarado el concurso 
si en la emisión del informe de auditoría hubiera concurrido dolo o culpa grave”.  
Desde el CGE, consideramos que no resulta adecuado incluir al auditor como 
cómplice y especialmente en la forma en que está redactado, que 
consideramos pudiera constituir una suerte de responsabilidad objetiva 
injustificada sobre unos profesionales (los auditores de cuentas) cuya regulación 
y marco de responsabilidades está establecido en la Ley de Auditoría y su 
Reglamento, y cuenta con su propio órgano regulador y supervisor como el 
ICAC quien en el ámbito de sus competencias, mediante los procedimientos ya 
establecidos, pueden delimitar las responsabilidades de los auditores así como 
imponer las sanciones que, en su caso, procediera.  La auditoría de cuentas es 
una actividad profesional de muy alta cualificación y es por ello por lo que 
cuenta con su propio desarrollo normativo y estructura administrativa, por lo que 
regular en sede Concursal cualquier responsabilidad de los auditores no nos 
parece adecuado. 
 
Por otro lado, resulta necesario indicar en el actual TRLC no figura así redactado 
ni incluido como tal el auditor; por lo que entendemos que resulta suficiente con 
lo que aparece recogido en el artículo 445 apartado 1 y que, por tanto, debería 
suprimirse el apartado 2 del artículo 445 introducido en el Anteproyecto que se 
refiere explícitamente, y como un caso particular, al auditor. 
 
Vemos que se introduce, como novedad, un nuevo art. 445 bis en el que se 
define el incumplimiento culpable del convenio a través de una cláusula 
general, de unos supuestos especiales y de unas presunciones de culpabilidad 
a semejanza de la calificación general.  
   
Dentro de los supuestos especiales se contempla la salida fraudulenta del 
patrimonio del deudor de bienes o derechos durante el periodo de 
cumplimiento del convenio, pero no se menciona el alzamiento de bienes que 
sí se contempla en los supuestos especiales de la calificación del concurso.  
 
También dentro de los supuestos especiales se contempla cualquier acto 
jurídico dirigido a simular una situación patrimonial ficticia, pero nada se 
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establece en lo relativo a la obligación de una llevanza ordenada de la 
contabilidad.   
 
En cuanto a las presunciones de culpabilidad se echa de menos la mención del 
incumplimiento de la obligación de presentar los informes semestrales a los que 
se refiere el art. 400 TRLC quedando el incumplimiento de esta obligación sin 
sanción.   
   
  
2. DE LA SECCIÓN DE CALIFICACIÓN   
 
 i. MODIFICACIÓN Art. 446. FORMACIÓN DE LA SECCIÓN SEXTA  

 
TRLC: La sección se forma en la resolución judicial por la que se aprueba el 
convenio o el plan de liquidación, no procediendo su apertura, por excepción, 
cuando se aprueba un convenio no gravoso.   
 
ATP (Anteproyecto): La sección se forma en el Decreto que pone fin a la fase 
común sin excepciones.   
Es necesario incorporar a la sección sexta el informe de calificación de los 
acreedores.   
 
 
 
   

ii. MODIFICACIÓN Art. 447. PERSONACIÓN DE ACREEDORES VS 
ALEGACIONES SOBRE LA CALIFICACIÓN   

 
ATP: Durante el plazo para la comunicación de créditos cualquier acreedor o 
personado podrá remitir por correo electrónico al AC cuanto considere 
relevante para calificar el concurso como culpable.   
 
El plazo otorgado a los acreedores o personados para poner esta información 
en conocimiento del AC puede resultar reducido pues el mismo finaliza al poco 
tiempo de declararse el concurso.  
   
 

iii. MODIFICACIÓN Art. 448. INFORME DE CALIFICACIÓN DEL AC  
 
ATP: Se adelanta la emisión del informe de calificación del AC a los 15 días de 
la presentación del inventario y lista de acreedores provisionales debiendo 
incluir el informe las alegaciones comunicadas por acreedores o personados.  
 

● El adelanto de la emisión del informe a un momento temprano del 
procedimiento entendemos que no es conveniente por:   

o Puede no haber transcurrido el tiempo suficiente o necesario para 
que el AC tenga conocimiento de todos los hechos relevantes 
para la calificación.   

o Puede existir falta de colaboración por parte del concursado en 
un momento posterior a la emisión del informe y por lo tanto, este 
comportamiento no podrá ser recogido en el mismo.   
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o La presentación temprana puede desmotivar al concursado en su 
obligación de colaboración.   

o Se solapa el plazo para la presentación del informe de calificación 
por parte de la AC y de los acreedores con el de formación de la 
sección sexta (art. 296 bis).   

● Se debería prever una posible ampliación del informe de calificación en 
una fase posterior  

   
iv. MODIFICACIÓN Art. 449. DICTAMEN MINISTERIO FISCAL VS INFORME DE 

CALIFICACIÓN DE ACREEDORES  
 
Consideramos adecuada la sustitución del dictamen del Ministerio Fiscal por el 
informe de los acreedores puesto que el MF carece de otra fuente de 
información que no sea el informe de la AC, mientras es posible que los 
acreedores dispongan de información y documentación relevante para la 
calificación del concurso.  
   

NOVEDAD Art. 451 bis. TRANSACCIÓN   
 
ATP: contempla la transacción, condicionada a la aprobación del juez, 
únicamente tras la presentación de los informes de calificación y en lo relativo 
a su contenido económico.   
   
Debería contemplarse la transacción previa a la emisión del informe, 
evitando así la inhabilitación.  
   

vi. Art. 454. CONTENIDO DEL INFORME Y DEL DICTAMEN  
 
Errata en el título del artículo. Debe denominarse “CONTENIDO DE LOS 
INFORMES” ya que se elimina el Dictamen del Ministerio Fiscal.  
   
vii. Art. 456. CONDENA A LA COBERTURA DEL DÉFICIT  

 
ATP: No se contempla ninguna modificación del art. 456 TRLC, que establece el 
déficit como la diferencia entre los importes de los créditos reconocidos en la 
lista de acreedores y el valor de los bienes y derechos de la masa activa.  
 
Debería recuperarse el concepto de déficit como la parte de los créditos 
concursales que resultasen impagados tras la liquidación, puesto que la 
valoración reflejada en el inventario puede verse alterada por múltiples causas 
realizándose por valores inferiores, siendo en este caso perjudicados los 
acreedores y no aquellas personas que con sus actos han provocado o 
agravado la insolvencia.   
   
   
3. PROCEDIMIENTO ABREVIADO DE CALIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL  
   
NOVEDAD  

● Se regula un procedimiento abreviado de calificación del procedimiento 
especial, que solo puede abrirse en caso de liquidación, aunque no es 
obligatorio. En su caso, la deben solicitar:   
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● Acreedores que representen el 10% de pasivo total  
● Socios personalmente responsables de las deudas de la microempresa  
● Cualquier acreedor cuando se hubiera producido ocultación o 

falsificación en la solicitud del procedimiento especial  
● Los comportamientos antijurídicos realizados por el deudor o por las 

personas afectadas deberán resolverse en la instancia apropiada, civil o 
penal.   

● La calificación abreviada se puede desarrollar en paralelo con las 
operaciones de liquidación.  

● Con la apertura de la calificación se debe nombrar AC si no estuviese ya 
nombrado para la liquidación.   

● Si el informe de la AC califica el procedimiento como fortuito se procede 
al archivo de las actuaciones. En caso contrario, si lo califica como 
culpable, se puede presentar oposición (con asistencia letrada).  

● Se concede especial importancia a la veracidad y completitud de la 
información aportada con la solicitud.  

   
A nuestro juicio se deberían incorporar las siguientes modificaciones: 
 

● Nombrar AC en todos los supuestos de liquidación. La inexistencia de AC 
puede impedir la detección de los comportamientos antijurídicos 
realizados por el deudor o las personas afectadas, así como la inexactitud 
o la falsedad en los formularios normalizados utilizados en la solicitud.   

● La AC podrá solicitar la apertura de la calificación abreviada y no solo los 
terceros mencionados anteriormente, puesto que es la parte que 
tendrá más conocimiento de los actos susceptibles de ser calificados.   

● El art. 717 bis 3 menciona la posible existencia de un informe de 
calificación de acreedor público que, en su caso, podría impedir el 
archivo de las actuaciones, aunque el informe de la AC hubiese 
calificado el procedimiento especial como fortuito. Por este motivo sería 
necesario modificar los apartados 1 y 4 del mismo art. que no hacen 
referencia alguna a este informe de calificación del acreedor público.  

 
 
9.- MARCO DE DERECHO COMPARADO 
 
El Anteproyecto de reforma concursal aborda de forma decidida los institutos 
preconcursales de la refinanciación y reestructuración volcando en ellos la 
principal responsabilidad para lograr la supervivencia de las empresas. No 
obstante, no trata de garantizar la calidad de estos proyectos al ser parco en la 
definición de las condiciones subjetivas del “experto en reestructuración” 
(Insolvency Practitioner en la Directiva), limitándose a la mera exigencia 
genérica de tener conocimientos especializados cuya suficiencia podrá ser, en 
todo caso, evaluada por el juez del concurso. Esta falta de concreción se aleja 
de los modelos profesionalizados altamente cualificados que se utilizan en otros 
países en los que ya se ha traspuesto la Directiva, tales como el Reino Unido (con 
sus profesionales financieros con licencia especial para el ejercicio de esta 
función –Monitors–) o Italia (donde esta función recae fundamentalmente sobre 
los muy cualificados expertos financieros Dottori Commercialisti). Sin una 
apuesta clara por la profesionalización y alta cualificación en los profesionales 
que han de ayudar a las empresas en sus momentos financieros más delicados 
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se corre el riesgo de convertir un gran proyecto legislativo ideado para salvar 
empresas en un mecanismo poco eficiente y condenado al desuso y al 
ostracismo como son los actuales sistemas de reestructuración, refinanciación y 
acuerdos extrajudiciales de pago. Es por ello que los economistas consideramos 
que la actuación de los profesionales administradores concursales aporta 
objetividad, profesionalidad y conocimiento técnico, en una materia compleja 
y que exige una especialización aunque se simplifiquen los procedimientos; por 
lo que creen que se debe mantener su actuación en todo tipo de 
procedimientos, ya sean empresas grandes, medianas, pequeñas o 
micropymes, y teniendo en cuenta su necesaria especialización económico-
empresarial. Con tal fin, sería necesario incluir en esta ley a los profesionales que 
históricamente han ejercido la administración concursal (economistas, titulados 
mercantiles, auditores y abogados), y no postergarlo a un futuro desarrollo 
reglamentario, con objeto de evitar la inseguridad jurídica –y en el mercado– 
que supone la imposibilidad de comprobar la experiencia de los candidatos. 
Además, por principio de legalidad consideramos se ha de regular en una ley 
las condiciones profesionales del ejercicio profesional del administrador 
concursal experto en reestructuración, y no postergarlo para un reglamento 
posterior. Esta desregulación e indeterminación profesional (pues no se sabe 
qué requisitos debe cumplir un experto en reestructuración…) entendemos que 
contribuye a generar una inseguridad mercantil, económica y jurídica. 
 
 
10.- CONCLUSIONES 
 
Una vez expuestas las principales alegaciones que nos merece el texto de 
Anteproyecto de Ley de reforma concursal, señalamos las siguientes 
conclusiones (recordamos la nota de prensa del REFOR de 5 agosto 2021 en la 
que ya señalamos algunas de ellas y a la que también nos remitimos): 
 

1. Desde el Consejo General de Economistas de España y el REFOR 
valoramos positivamente, en líneas generales, la reforma concursal 
planteada en el anteproyecto.  No obstante, consideramos que se 
siguen manteniendo algunos aspectos (que incluimos a continuación) 
cuyo tratamiento podría ser mejorable, y que, de no abordarse, podría 
dar al traste con los objetivos fijados en el texto. 

2. El texto va más allá de la Directiva y no traspone la misma como otros 
países, sino que lo realiza de una forma un tanto “sui generis”: por 
ejemplo, manteniendo o ampliando privilegios del crédito público; en lo 
relativo al procedimiento de micropymes; en relación a la sección de 
calificación (no existe prácticamente en otro país…); estableciendo una 
segunda oportunidad muy limitada (de nuevo queda fuera el crédito 
público)… 

3. El texto tiene algunas ideas que podrían ser positivas, como el 
procedimiento de microempresas, pero luego establece una regulación 
y desarrollo (como el establecimiento de procedimientos excesivamente 
informatizados y alejados de la realidad técnico-digital de la Justicia en 
nuestro país) que pueden causar un perjuicio mayor que el que 
pretenden resolver. Adicionalmente, se quiere regular el Pre-Pack, pero 
se realiza de una forma que podría no resultar eficiente. 

https://refor.economistas.es/cust_nota_de_prensa/los-economistas-califican-de-irrisorio-el-plazo-establecido-para-hacer-aportaciones-a-la-reforma-concursal/)
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4. En la trasposición, el anteproyecto se aleja de la Directiva en cuanto al 
establecimiento de las alertas tempranas, que quedan postergadas a un 
momento posterior y a realizarse exclusivamente por la Administración 
Pública, sin establecer los parámetros de referencia para la 
consideración de la existencia de riesgo de insolvencia y con 
información procedente de registros públicos poco actualizados y 
demasiado agregados. 

5. El Anteproyecto de reforma concursal aborda de forma decidida los 
institutos preconcursales de la refinanciación y reestructuración 
volcando en ellos la principal responsabilidad para lograr la 
supervivencia de las empresas. No obstante, no trata de garantizar la 
calidad de estos proyectos al ser parco en la definición de las 
condiciones subjetivas del “experto en reestructuración” (Insolvency 
Practitioner en la Directiva), limitándose a la mera exigencia genérica de 
tener conocimientos especializados cuya suficiencia podrá ser, en todo 
caso, evaluada por el juez del concurso. Esta falta de concreción se 
aleja de los modelos profesionalizados altamente cualificados que se 
utilizan en otros países en los que ya se ha traspuesto la Directiva. Es por 
ello que los economistas consideramos que la actuación de los 
profesionales administradores concursales aporta objetividad, 
profesionalidad y conocimiento técnico, en una materia compleja y que 
exige una especialización aunque se simplifiquen los procedimientos; por 
lo que creen que se debe mantener su actuación en todo tipo de 
procedimientos, ya sean empresas grandes, medianas, pequeñas o 
micropymes.  

6. Sería necesario incluir en esta ley a los profesionales que históricamente 
han ejercido la administración concursal (economistas, titulados 
mercantiles, auditores y abogados), y no postergarlo a un futuro 
desarrollo reglamentario, con objeto de evitar la inseguridad jurídica –y 
en el mercado– que supone la imposibilidad de comprobar la 
experiencia de los candidatos. Además, por principio de legalidad 
consideramos se ha de regular en una ley las condiciones profesionales 
del ejercicio profesional del administrador concursal experto en 
reestructuración, y no postergarlo para un reglamento posterior.  

7. En vez de mejorar herramientas como el Convenio, los Acuerdos 
Extrajudiciales de pago y la mediación concursal, quedan relegadas e 
incluso sustituidas. Estimamos que siendo verdad que estas soluciones 
eran reducidas y poco utilizadas, si se hubieran introducido los debidos 
cambios podrían ser también de utilidad (como los acuerdos 
extrajudiciales de pagos). Echamos de menos que no se haya confiado 
en la mediación concursal, como una de las posibles herramientas 
alternativas al concurso de acreedores. 

8. Desde el CGE consideramos que no resulta adecuado incluir al auditor 
como cómplice y especialmente en la forma en que está redactado, 
que consideramos pudiera constituir una suerte de responsabilidad 
objetiva injustificada sobre unos profesionales (los auditores de cuentas) 
cuya regulación y marco de responsabilidades está establecido en la 
Ley de Auditoría y su Reglamento, y cuenta con su propio órgano 
regulador y supervisor como el ICAC quien en el ámbito de sus 
competencias, mediante los procedimientos ya establecidos, pueden 
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delimitar las responsabilidades de los auditores así como imponer las 
sanciones que, en su caso, procedieran.   

9. Nos parece positivo el refuerzo de los Juzgados de lo Mercantil que 
observamos en el otro Anteproyecto de Ley que modifica la LOPJ en 
paralelo a la reforma concursal, en cuanto a sus competencias en los 
concursos de personas físicas (que vuelven a los Mercantiles, según 
sugerimos desde REFOR en diversos documentos), así como en 
cuestiones laborales (como la venta de unidades productivas y sucesión 
de empresa). Pero sería necesario contar con más medios técnicos y 
humanos para que los Juzgados puedan hacerse cargo de la avalancha 
de concursos que van a tramitarse a partir del 31 de diciembre de 2021 
(fin moratoria concursal).  En cuanto al Anteproyecto de Ley Orgánica 
de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de Julio, del Poder 
Judicial, en materia de eficiencia en los Juzgados de lo Mercantil, desde 
el REFOR damos la bienvenida a toda iniciativa encaminada a 
descargar de trabajo a los juzgados mercantiles, dada su actual 
saturación. A este respecto, y en un análisis de urgencia, consideramos 
positivo que algunas cuestiones de las que actualmente se hacían cargo 
dichos juzgados (ciertas reclamaciones en materia de transportes, por 
ejemplo) pasen ahora los juzgados de primera instancia. Los Economistas 
forenses valoramos también positivamente que los concursos de 
personas naturales no empresarios vuelvan a ser tramitados por los 
Juzgados de lo Mercantil, al estar estos especializados en el ámbito 
concursal. También esperamos que los cambios introducidos en la LOPJ 
para reforzar a los Juzgados de lo Mercantil contribuyan a aclarar y limar 
las diferencias entre los Juzgados de lo Mercantil y los Laborales, con 
objeto de añadir seguridad mercantil, económica y empresarial; 
potenciar las ventas de unidades productivas, y como decimos, 
aclarar la cuestión de sucesión de empresas. 

 
Si bien, en líneas generales, valoramos positivamente el texto del anteproyecto, 
tenemos serias dudas de que, de no resolverse alguna de las deficiencias 
citadas, el sistema concursal esté suficientemente preparado y cuente con los 
medios necesarios para realizar estos cambios (los procedimientos electrónicos,  
los formularios….) con un plazo de vacatio legis, además, de tan solo 20 días. 
Téngase en cuenta que, en principio, el 31 de diciembre 2021 terminaría la 
prórroga concursal, por lo que habría un aluvión de concursos de acreedores, 
con una nueva legislación. Además, durante años convivirían los concursos 
vivos –con el sistema anterior– con los nuevos concursos con las nuevas 
herramientas, lo que podría generar una situación difícil de sobrellevar en unos 
Juzgados ya de por sí saturados. 
 
Con el ánimo constructivo y espíritu de colaboración que desde el Consejo 
General de Economistas hemos mantenido desde siempre con la 
Administración, confiamos en que nuestras observaciones –que están 
sustentadas en nuestra experiencia y conocimiento profesional, y que tienen 
como único objeto ayudar a mejorar el sistema de insolvencias de nuestro país– 
sean valoradas y, en caso de estimarlo oportuno, tomadas en consideración  
 
 
      


